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Exp. 732/2023-2 


TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
SEGUNDA SALA UNITARIA
EXPEDIENTE: 732/2023-2
PARTE ACTORA: 

**********

AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECCIÓN GENERAL DE FISCALIZACIÓN, DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE INGRESOS DE LA SECRETARÍA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ; LA DIRECCIÓN GENERAL DE INGRESOS DE LA SECRETARÍA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ; Y LA SECRETARÍA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ
MAGISTRADA: MARIA OLVIDO RODRÍGUEZ VÁZQUEZ

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

OSCAR TORRES HERRERA  
San Luis Potosí, San Luis Potosí, a seis de marzo de dos mil veinticuatro.
V I S T O,  para resolver en definitiva el Juicio Contencioso Administrativo número 732/2023-2 promovido por la persona moral **********, contra actos emitidos por la Dirección General de Fiscalización, de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí; la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí; y la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí.
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el seis de julio de dos mil veintitrés, la C. **********, en su carácter de Representante Legal de la persona moral **********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo contra actos emitidos por la Dirección General de Fiscalización, de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí; la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí; y la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, y por los actos que a continuación se precisan:

"La resolución…contenida en el oficio número **********con clave **********emitida dentro del expediente **********de fecha 17 de mayo de 2023, emitida por el Director de Fiscalización de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Estado de San Luis Potosí, mediante la cual se determina un crédito fiscal por la cantidad de **********a cargo de mi mandante, por supuestamente haber omitido efectuar los pagos mensuales del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal correspondiente a los meses de enero, febrero, marzo, abril, mayo, junio y julio, todos del año 2022”

II.- Por auto de fecha ocho de agosto de dos mil veintitrés, se tuvo a la persona moral actora **********por admitiendo la demanda hecha valer en contra del la Dirección General de Fiscalización, de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí; la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí; y la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, ordenándose correrles traslado, para que contestaran lo que a su derecho conviniera, ofrecieran y exhibieran las pruebas que estimaran pertinentes.
III.- Por auto de fecha veintinueve de agosto de dos mil veintitrés, se tuvo al Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación de la autoridad demandada por contestando la demanda, por lo que se ordenó correr traslado a la parte actora para los efectos legales que a su derecho correspondiera.

Así mismo, con fundamento en lo establecido por los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvieron como pruebas las siguientes: 

De la parte actora: 

1.- La documental consistente en el instrumento notarial **********del protocolo a cargo del Notario Público ********** con residencia en la **********.
2.-  Oficio ********** con clave **********,acto impugnado.

3.-  Copia certificada de la Concesión que detalla en punto 4 del capítulo de pruebas del escrito inicial de demanda.

4.-  Copia certificada del instrumento notarial que describe en punto 5 del capítulo de pruebas del escrito inicial de demanda.

5.- Expediente administrativo que describe en punto 6 del capítulo de pruebas del escrito inicial de demanda.

6.- La instrumental de actuaciones, y

7.- La presuncional legal y humana.

Del Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación de las autoridades demandadas pertenecientes a la Secretaría de Finanzas: se le tienen por ofrecidas y admitidas las siguientes pruebas:

1.- Copia certificada del expediente administrativo que detalla en punto 1 del capítulo de pruebas del oficio de contestación de demanda.

2.- La instrumental de actuaciones, y

3.- La presuncional legal y humana.

Por otra parte, se concedió la suspensión del acto impugnado para el efecto de mantener las cosas en el estado en que se encontraban y la autoridad demandada no ejerciera acciones de cobro a la persona  moral actora, siempre y cuando se garantizara ante la autoridad demandada el adeudo exigido por la Secretaría de Finanzas, hasta en tanto se pronunciara la sentencia definitiva en este juicio.
Por último, se señalaron las once horas del diez de octubre de dos mil veintitrés, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
  IV.- En la fecha y hora señaladas, se llevó a cabo la audiencia final, sin la asistencia de las partes, en el desarrollo de la audiencia se dio cuenta de las constancias que obraban en autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las que así lo ameritaron, después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que únicamente fueron formulados por el autorizado de la parte actora. Finalmente, se citó para resolver.
C  O  N  S  I  D  E  R  A  N  D  O
PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción III, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

La C. **********justificó su carácter de apoderada legal de la persona moral **********, con la copia certificada del instrumento notarial del libro número **********de la escritura número **********del protocolo de la Notaria Pública número **********con ejercicio en la ciudad de México, documental que obra de la foja 74 a la 93 del expediente en el que se actúa.

Tocante a la autoridad demandada; compareció a dar contestación a la demanda el Dr. **********, en su carácter de Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, quien para acreditar la calidad del cargo, en términos de lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió copia certificada del nombramiento que le fue expedido y que se encuentra visible a foja 325 del expediente en que se actúa.

Las documentales en referencia adquieren valor probatorio  pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la legalidad o ilegalidad de la resolución administrativa con número de oficio **********.
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En ese sentido, de acuerdo a lo que ordenan los últimos párrafos de los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se precisa que esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualizará causal alguna; por lo que, en seguida se procede al estudio de los agravios que arguye la demandante en contra del acto impugnado.

QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea el actor en su escrito inicial de demanda, se localizan a fojas de la 08 a la 68 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos como si a la letra se insertaran. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- A juicio de la Magistrada a cargo de la Segunda Sala Unitaria, el primer concepto de impugnación planteado por la parte actora en su escrito inicial de demanda, resulta fundado y por tanto suficiente para declarar la ilegalidad e invalidez del acto impugnado; atento a las consideraciones que a continuación se exponen.

En dicho concepto de impugnación la parte actora manifiesta que la resolución impugnada es ilegal, al encontrarse indebidamente fundada y motivada, toda vez que se dictó en contravención a lo establecido en los artículos 20 a  28 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí y el artículo 7 de la Ley de Vías Generales de Comunicación, pues la autoridad demandada no consideró los hechos como realmente acontecieron en virtud que con motivo de las actividades que realiza consistente en el trasporte ferroviario de carga, resulta evidente que no se actualiza el supuesto de causación del impuesto sobre erogaciones por remuneraciones al trabajo personal.

Ahora bien, como se ha dicho anteriormente dicho concepto de impugnación resulta ser fundado, ello de acuerdo a los razonamientos legales siguientes:
En primer término, se debe de establecer que el acto Impugnado es ilegal, ya que no se encuentra debidamente fundado y motivado, tal y como lo establece el artículo 46 fracción IV  del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí.

Del artículo anteriormente mencionado se desprende que todos los actos o resoluciones administrativas deben estar debidamente motivados; es decir, la autoridad tiene que señalar claramente las causas, razonamientos y los hechos que coincidan con la aplicación de los preceptos en que se funde, esto con la finalidad de que el contribuyente se entere del propósito de la resolución administrativa.

Ahora bien, en la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, se establece en sus artículos del 20 al 28, la regulación relativa al Impuesto sobre Erogaciones por Remuneraciones al trabajo Personal, en donde se desprende lo siguiente:

“ARTICULO 20. Son objeto de este impuesto: 

I. Las erogaciones en efectivo o en especie, por concepto de remuneraciones al trabajo personal subordinado, por los servicios prestados dentro del territorio del Estado, bajo la dirección o dependencia de un patrón o de un tercero que actúe en su nombre; aun cuando cualesquiera de los sujetos mencionados en esta fracción, o todos ellos, tengan su domicilio fuera de la Entidad, 

…”
“ARTICULO 21. Son sujetos de este impuesto las personas físicas y morales que realicen las erogaciones a que se refiere el artículo anterior, así como los gobiernos federal, estatal y municipal, los organismos descentralizados, los desconcentrados, los autónomos, instituciones educativas y los fideicomisos de los tres órdenes de gobierno.” 

“ARTICULO 22. La base del impuesto es el monto total de las erogaciones realizadas por concepto de remuneraciones al trabajo personal, en términos del artículo 20 de esta Ley.” 

“ARTÍCULO 23. El Impuesto se causará, liquidará y pagará aplicando la tasa del tres por ciento sobre la base que señala el artículo anterior.”
“ARTICULO 24. El impuesto se causará en el momento en que se efectúen las erogaciones por el trabajo personal.

…”

De los artículos anteriormente transcritos se advierte lo siguiente:

· El objeto del Impuesto sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal grava la realización de erogaciones por conceptos de remuneraciones al trabajo personal subordinado, por servicios prestados dentro del territorio del Estado;

· Los sujetos de dicho impuesto son las personas que realizan estas erogaciones;

· La base del impuesto es el monto total de las erogaciones por concepto de remuneraciones al trabajo personal, y 

· A dicha base se le aplicará la tasa del 3%.


Ahora bien, se debe de manifestar que la autoridad demandada en el acto impugnado emite dicha resolución, bajo la premisa de que la persona moral actora es sujeto del Impuesto sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal. 

Por otra parte, la persona moral actora menciona que de acuerdo a su actividad  la cual se encuentra bajo lo establecido en el artículo 7° de la Ley de Vías Generales de Comunicación, mismo que dicta de la siguiente manera:

Artículo 7o.- Las vías generales de comunicación, los servicios públicos que en ellas se establezcan, los capitales y empréstitos empleados en ellos, las acciones, bonos y obligaciones emitidos por las empresas, no podrán ser objeto de contribuciones de los Estados, Distrito Federal o Municipios.

Del artículo anteriormente transcrito, se puede advertir que de las vías generales de comunicación, los servicios públicos que en estas se establezcan, los capitales y empréstitos empleados en ellos, las acciones, bonos y obligaciones emitidos por las empresas no podrán ser objeto de contribuciones de los Estados, Distrito Federal o Municipios.

Por otra parte, se debe de advertir que del artículo 28, párrafo cuarto, constitucional, señala lo siguiente:

“…

No constituirán monopolios las funciones que el Estado ejerza de manera exclusiva en las siguientes áreas estratégicas: correos, telégrafos y radiotelegrafía; minerales radiactivos y generación de energía nuclear; la planeación y el control del sistema eléctrico nacional, así como el servicio público de transmisión y distribución de energía eléctrica, y la exploración y extracción del petróleo y de los demás hidrocarburos, en los términos de los párrafos sexto y séptimo del artículo 27 de esta Constitución, respectivamente; así como las actividades que expresamente señalen las leyes que expida el Congreso de la Unión. La comunicación vía satélite y los ferrocarriles son áreas prioritarias para el desarrollo nacional en los términos del artículo 25 de esta Constitución; el Estado al ejercer en ellas su rectoría, protegerá la seguridad y la soberanía de la Nación, y al otorgar concesiones o permisos mantendrá o establecerá el dominio de las respectivas vías de comunicación de acuerdo con las leyes de la materia.

…”  
Por otro lado, el artículo 25, en su párrafo cuarto de la Constitución General, dicta lo siguiente:

“…

El sector público tendrá a su cargo, de manera exclusiva, las áreas estratégicas que se señalan en el artículo 28, párrafo cuarto de la Constitución, manteniendo siempre el Gobierno Federal la propiedad y el control sobre los organismos y empresas productivas del Estado que en su caso se establezcan…”

En ese orden de ideas, la propiedad y el control de las vías de comunicación la tiene el gobierno federal, por disposición expresa de la Constitución General, de lo que se sigue que todos los bienes que las integran, en términos generales se consideran de dominio público.
Por lo que se puede concluir que en virtud de que por disposición constitucional las vías de comunicación destinadas en general a un servicio público son propiedad del Gobierno Federal o están sujetas a su control, se colige que los actos reclamados se hallan en el supuesto que establece el artículo 7° de la Ley de Vías Generales de Comunicaciones, el cual prevé que no pueden ser gravados por los Estados los capitales empleados en la prestación de los servicios públicos de que se trate.
Motivo por el cual no se puede considerar a la persona moral actora causante del impuesto sobre erogaciones por remuneraciones al trabajo personal contemplado en la ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí.

Por último, se debe de hacer mención que dicho razonamiento se encuentra plasmado en el amparo directo en revisión ********** donde la parte quejosa es **********, emitido por la Segunda Sala de Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al dos de junio del dos mil, mismo que obra a fojas  de la 173 a la 254, el cual al ser un hecho notorio para esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, hace prueba plena.

Por lo que, en ese sentido es de resolverse la ilegalidad e invalidez de la resolución impugnada consistente en la determinación del crédito fiscal **********, de fecha  diecisiete de mayo de dos mil veintitrés, al considerarse que la persona moral actora no es causante al impuesto sobre erogaciones por remuneraciones al trabajo personal contemplado en la ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí

Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º fracción III y 28 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y  de los numerales 248, 249, y 250 fracción IV, del Código Procesal Administrativo para el Estado, es de resolverse y se, RESUELVE:

PRIMERO.- La Magistrada de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- La parte actora acreditó su acción y en consecuencia se decreta la ILEGALIDAD e INVALIDEZ de los actos impugnados, ello por las razones expuestas en el considerando sexto de la presente resolución.

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y mediante correo electrónico a las autoridades demandadas.


Así lo resolvió y firma, la Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.- 

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
